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TEMA DEL DÍA 

Europa amenaza con retirar las ayudas a España tras 
acusarle de "abusos urbanísticos"  
Los socialistas intentaron frenar el informe con un texto en el que mantienen la retirada de parte de los 
fondos europeos 

J. SANCHIS| VALENCIA

El Parlamento Europeo aprobó ayer con 349 votos a favor, 110 
en contra y 114 abstenciones el Informe Auken, un documento 
demoledor contra el urbanismo español y que hace especial 
hincapié en la situación en la Comunitat.  
 
La resolución, que no es vinculante, insta a la Comisión 
Europea a suspender las ayudas comunitarias a España 
mientras se sigan cometiendo los supuestos abusos 
denunciados. Es el tercer informe que aprueba la Eurocámara 
contra el urbanismo valenciano en la presente legislatura (2004-
2009). 
 
Ni socialistas ni populares españoles lograron convencer a sus 
compañeros europeos para frenar o suavizar el texto, redactado 
por la eurodiputada verde danesa Margrete Auken. De hecho, 
las resoluciones alternativas que presentadas 
independientemente fueron rechazadas. 
 
El informe, que lleva el nombre de la ponente, recuerda que la 
Comisión puede "interrumpir la provisión de fondos 
estructurales" y "suspender" la dotación a determinados 
proyectos. Además, el Parlamento, "como autoridad 
presupuestaria", puede "colocar en reserva" los fondos de 
cohesión hasta que un Estado ponga fin a las posibles 
vulneraciones. 
 
La resolución amenaza así a España con paralizar las ayudas si no cumple la normativa comunitaria. En 
cualquier caso, tanto PP como PSOE lanzaron un mensaje tranquilizador y afirmaron que los fondos no 
corren peligro. 
 
"La privación de fondos es radicalmente imposible", aseguró el eurodiputado popular José Manuel García-
Margallo, quien resaltó que las consecuencias para España son fundamentalmente de "imagen". 
 
La socialista Inés Ayala explicó que cuando en otras ocasiones el Parlamento ha tratado de congelar los 
fondos de algún país, la comisión de Presupuestos "lo ha rechazado". Para Ayala, el informe parece plantear 
"una especie de chantaje" con los fondos". 
 
El informe va más allá y sostiene que las personas que hayan adquirido una propiedad en España y haya 
sido declarada ilegal "deben tener derecho a obtener una indemnización adecuada a través de los órganos 
jurisdiccionales españoles". 
 
 
Corrupción endémica  
El texto sostiene de forma tajante que en España se está dañando los derechos de los propietarios "como 
resultado de una urbanización masiva" e insta a que se ponga fin a los "abusos".  
 
Resalta que se ha "saturado" de "cemento y hormigón" el litoral atentando contra el medio ambiente y contra 
el legado cultural "y todo ello principalmente por la avaricia y la conducta especulativa de algunas autoridades 
locales y miembros del sector de la construcción que han conseguido sacar beneficios masivos de estas 
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actividades". 
 
Es más, el Informe Auken mantiene que la falta de claridad en la legislación española en lo que se refiere al 
derecho de propiedad y la falta de una aplicación adecuada y coherente de las normas medioambientales han 
sido la causa de muchos abusos urbanísticos. Todo ello, junto a la "laxitud" de muchos procedimientos 
judiciales ha creado "una forma de corrupción endémica".  
 
El texto aprobado ayer por la Eurocámara pide a las autoridades españolas que deroguen "todas las figuras 
legales que favorecen la especulación, tales como el agente urbanizador".  
 
El agente urbanizador se crea con la Ley Reguladora de la Actividad Urbanística (LRAU) aprobada por el 
PSPV en 1994. Posteriormente, ha sido incluida con modificaciones en la Ley Urbanística Valenciana (LUV) y 
adoptada por otras autonomías.  
 
La Comisión Europea ha denunciado a España ante el Tribunal de Justicia Europeo por la LUV al considerar 
que el agente urbanizador viola la normativa de contratos públicos. 
 
Socialistas y populares aprovecharon ayer para culparse de la aprobación del informe. Para el PP, el informe 
aprobado supone una campaña orquestada por el PSOE durante los cinco últimos años para derribar al 
Gobierno popular de la Generalitat. 
 
Para García-Margallo, el principal instigador ha sido el PSOE "alimentando la fiera durante muchos años", en 
referencia a los anteriores informes (2005 y 2007).  
 
En la misma línea se manifestó el conseller de Urbanismo, José Ramón García Antón, que calificó el informe 
de "totalmente intolerable y politizado". Para el responsable autonómico, evidencia el "desconocimiento de las 
instituciones urbanísticas en el derecho español". 
 
Insistió en que no reconoce las competencias de los Estados y comunidades autónomas, como se recoge en 
un informe de la Comisión de Asuntos Jurídicos del Parlamento, que recomendó que se volviera a examinar 
el texto del estudio antes de ser votado. También lamentó la actitud del Gobierno, "que parece mirar para otro 
sitio en lugar de defender los intereses de todas las comunidades autónomas. 
 
La opinión de los socialistas, que se abstuvieron en la votación final, fue muy diferente. Culparon al Consell 
de la condena del Parlamento. "Si se hubiese cumplido la ley desde el principio, se habría evitado llegar a una 
situación como la actual", explicaron fuentes socialistas.  
 
"Rechazamos la utilización chantajista de la posibilidad de congelación de fondos y el cuestionamiento de 
nuestro Estado de Derecho, así como la imposición de una moratoria que agrave la situación económica", 
matizaron. 
 
Al final, el aparente giro en la política urbanística mantenida por el PSPV en los últimos años parece que ha 
quedado en nada. De hecho, los socialistas españoles trataron de frenar el informe con un texto alternativo en 
el que se mantienen las duras críticas al urbanismo español y valenciano y la congelación de una parte de los 
fondos europeos. A cambio, el texto elimina las referencias al Gobierno central y a la Ley de Costas.  
 
El eurodiputado verde español David Hammerstein dijo que ahora es el momento de hacer cambios en las 
leyes, mientras que Willy Meyer (IU) consideró que el informe fue un varapalo para la "política especulativa" 
del PP y PSOE.  
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